
 

 

                      Corte Suprema de Justicia 

                           Secretaría General 

 

CIRCULAR No. 188-2019 

 

Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, 

recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de 

las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 

 

AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES GENERAL 

DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, 

PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN 

EJECUTIVA, ESCUELA JUDICIAL Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

 

SE LES HACE SABER QUE: 

 

La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, 

dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la 

Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa 

Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección 

Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con 

ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas 

Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 

de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) contra Costa Rica. 

En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso 

realizar la publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de 

acción recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 

por encontrarse repetido. 

 

Los citados ejes son los siguientes: 

 

1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las 

Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, 

las acciones a seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los 

miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles 

las que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos que 

dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo anterior, con el 

objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir 

confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las 

sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la 

colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación 

efectiva y transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas 

institucionales quienes ejecuten esta labor. 

 

2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro 
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de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población 

indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 

(ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el 

efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que 

ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin 

de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por 

lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, 

establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las 

acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los 

procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando 

aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y 

Bribrí de Salitre. 

 

3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, 

las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el 

cumplimiento del sistema de control interno institucional y la prevención 

de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados 

por la institución en el desempeño de sus funciones vinculadas con los 

procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, 

priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena 

Teribe y Bribrí de Salitre. 

 

4. Establecer un sistema de información que permita tener una 

gestión documental institucional en el desarrollo de las actividades, con 

el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados en relación 

con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en 

los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 

Salitre. 

 

5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que 

visibilicen los procesos judiciales que estén vinculados con personas 

indígenas, incorporando además información relativa a los pueblos 

relacionados, los territorios, entre otros datos de interés para la toma de 

decisiones. 

 

6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, 

emitir circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las 

que se les reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia 

de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, 

a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan 

comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales 

iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; 

ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia 

técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el 
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supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad 

que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las 

instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados 

de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas 

y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 

desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra 

índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o 

exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas 

instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. 

Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta 

las particularidades propias que los diferencian de la población en 

general y que conforman su identidad cultural, sus características 

económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho 

consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial 

relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión 

de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía 

con los derechos humanos, según los estándares internacionales 

establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 

caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de 

noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia 

de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

 

7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y 

los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, 

establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos 

apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, 

entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo de 

conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo 

relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de 

ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, 

sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos 

judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y 

Bribrí de Salitre. 

 

8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de 

Salitre con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de 

Servicios, Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso 

a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que estas últimas les 

expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. 

En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas 

la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los 

cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder 

Judicial para el acceso a la justicia. 
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9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena 

Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con 

competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa 

población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los 

servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas 

de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que 

incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a 

quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y 

territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de 

Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas 

y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal 

administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. 

Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de 

las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas 

las instancias; y luego se continuará con las demás. 

 

10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las 

capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 

a. Normativa internacional referida a los derechos de las 

personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e 

integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y 

semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de 

las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, 

Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 

2016; 

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión 

Consultiva 23-2017, 

c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la 

Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras 

d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo 

Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 

involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre 

el sistema monista y el pluralismo jurídico. 

 

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir 

el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las 

competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su 

concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en 

los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio 

de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta 
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judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues 

para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual 

para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en 

el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 

 

12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el 

Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las 

personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho 

Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 

Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y 

territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo 

indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 

 

13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas 

y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su 

inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos 

de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos 

vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas 

indígenas. 

 

14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos 

interinstitucionales entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus 

instituciones) y el Poder Legislativo, así como las Universidades 

estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con 

personas indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas 

cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas 

a las personas indígenas. 

 

15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de 

Justicia y Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas 

juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer 

procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena 

Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de 

Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales 

vinculados. 

 

16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las 

personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus 

territorios y acordes a sus costumbres. 

 

17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros 

del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las 

medidas cautelares de la CIDH sobre los avances alcanzados. 
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18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder 

Judicial y la Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la 

Facultad de Derecho y la Escuela de Antropología para fortalecer el 

programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las personas 

servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas 

con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes 

en los peritajes culturales. 

 

19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos 

Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN 

que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un 

Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la Dirección de 

Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley 

de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 

 

 20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se 

realicen entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras 

instituciones del Estado.” 

 

 

San José, 17 de octubre de 2019 

 

 

 

Licda. Silvia Navarro Romanini 

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia 
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Ref: (5484-19 y 6338-19) 

 


